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Violencia contra la mujer: Oficina de violencia
de género del Poder Judicial de Santa Fe
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Dra. Laura Tinirello | Empleada de la Oficina de Violencia Doméstica y de Género del Ministerio Público

afirmar que la violencia que de ellas 
se deriva es posible de prevenir, san-
cionar y erradicar. El género como ca-
tegoría de análisis nos permite visibili-
zar que los roles atribuidos a mujeres 
y hombres son construidos, no deri-
van de características biológicas; por 
lo tanto nos ayuda a desnaturalizar el 
lugar de subordinación que nos es ad-
judicado y a interpretar los hechos de 
violencia de los que somos víctimas.

La expresa mención que la normativa 
vigente hace de la relación de poder 
como móvil de esta violencia especí-
fica es lo que permite caracterizar-
la, delimitarla y distinguirla de otro 
tipo de conductas y es la base para 
una investigación seria, rigurosa y li-
bre de prejuicios. En este sentido se 
expresa la Convención de Belém do 
Pará desde su preámbulo y define a 
la «violencia contra la mujer» como 
cualquier acción o conducta motivada 
en su género, que tenga por resulta-
do un daño físico, psicológico o sexual 
y que se desarrolle en cualquier ám-
bito, tanto público como privado. Es-
ta línea de interpretación es seguida 

por la Ley 26.485 de Protección Inte-
gral para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la violencia contra las Mujeres 
en los Ambitos en los que Desarro-
llen sus Relaciones Interpersonales 
– y por su correlativa Ley Provincial 
N° 13.348/13. – al conceptuarla co-
mo «toda conducta, acción u omisión 
que, de manera directa o indirecta, tan-
to en el ámbito público como en el pri-
vado, basada en una relación desigual 
de poder, afecte su vida, libertad, dig-
nidad, integridad fìsica, psicológica, se-
xual, económica o patrimonial, como así 
también su seguridad personal. Quedan 
comprendidas las perpetradas desde el 
Estado o por sus agentes».¹ Y su regla-
mentación aclara que se entiende por 
«relación desigual de poder» a la que 
se configura a partir de prácticas so-
cioculturales históricas basadas en la 
idea de superioridad de los hombres 
con relación a las mujeres.² 

Como se ve, la violencia contra las mu-
jeres de la que hablan tanto la Conven-
ción de Belem do Pará como la Ley de 
Protección Integral no es simplemen-
te aquella que tenga por víctima a una 

La violencia de género contra las mu-
jeres es una de las violaciones más 
generalizadas de los derechos huma-
nos, que atraviesa todos los sectores 
sociales pero se vuelve más grave an-
te situaciones de pobreza y exclusión. 
La Organización Mundial de la Salud 
ha señalado que alrededor de un ter-
cio de las mujeres del mundo ha su-
frido algún tipo de violencia a lo largo 
de su vida y los datos estadísticos que 
surgen de los registros nacionales 
dan cuenta del estado de emergencia 
en el que nuestro país al respecto en 
la actualidad.

La «violencia contra las mujeres» a la 
que se refieren tanto los instrumentos 
internacionales como nuestra legisla-
ción interna es la ejercida en virtud de 
nuestro género, como una manifesta-
ción de la relación de poder que en-
tre varones y mujeres existe desde un 
momento remoto en la historia de la 
humanidad, que se fue adecuando a 
los distintos contextos y perdura has-
ta nuestros días. Es necesario com-
prender el carácter histórico y cultu-
ral de estas relaciones de poder para 
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mujer sino la que es ejercida en virtud 
de la relación de opresión que existe 
entre los géneros; es consecuencia de 
esta asimetría de poder y a la vez ejer-
cida para mantener la subordinación, 
ya que ninguna estructura jerárquica 
puede ser sostenida y reproducida si 
no es por métodos violentos. Ello es de 
la mayor importancia para interpretar 
los hechos con relevancia jurídica ya 
que nos permite entender que esta 
violencia no es una manifestación de 
características psíquicas de los suje-
tos involucrados ni del medio en el que 
estos se encuentran inmersos y tam-
poco producto de factores ocasionales 
como el consumo de drogas o alcohol, 
sino que es el medio necesario para 
garantizar la dominación.

Por lo tanto, la puesta en movimiento 
del derecho humano de las mujeres a 
vivir libres de violencia – previsto como 
tal en la normativa internacional e in-
teramericana específica: la CedAw y la 
Convención de Belem do Pará – presu-
pone su interpretación desde una pers-
pectiva de género. Esta implica enten-
der su vulneración no como producto 

de acciones individuales aisladas sino 
como expresión de los valores y man-
datos que rigen los roles masculino y 
femenino en nuestra sociedad. 

Un aspecto importante de la puesta en 
práctica de este derecho fundamental 
es el relativo al acceso a la justicia, 
entendido en este caso como la efec-
tiva posibilidad de las mujeres de acu-
dir al Poder Judicial ante una situa-
ción de violencia basada en el género 
y a obtener por parte de éste una re-
solución justa y oportuna, que preven-
ga o haga cesar esos hechos y repare 
sus consecuencias.

La garantía de acceso a la justicia co-
mo modo de hacer efectivo el derecho 
humano de las mujeres a vivir libres 
de violencia se encuentra prevista en 
la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las formas de Discrimina-
ción contra la Mujer, en el artículo 2 
inc. c) – que obliga a los Estados parte 
a asegurar el acceso a un recurso le-
gal efectivo para la protección de los 
derechos de las mujeres, en pie de 
igualdad con el hombre – y en el artí-

culo 15 – que prevé la igualdad entre 
hombres y mujeres ante la ley, en el 
marco de procedimientos jurídicos –. 
También es enumerado y descripto en 
el catálogo de derechos fundamenta-
les por la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres, en va-
rios de sus artículos. En primer lugar, 
el artículo 4 reconoce a las mujeres 
la igualdad de protección ante la ley 
y el acceso a un recurso sencillo y rá-
pido ante los tribunales competentes 
contra actos que violen nuestros dere-
chos. En segundo lugar, en su artículo 
7, inciso b) obliga a los Estados par-
te a actuar con debida diligencia en la 
prevención, sanción y erradicación de 
la violencia contra las mujeres y los 
restantes incisos enumeran una se-
rie de medidas a adoptarse que están 
relacionadas con este deber.³ Por su 
parte, mediante el artículo 8, los Es-
tados convienen en adoptar medidas 
específicas a los fines de hacer efec-
tivo el derecho de todas las mujeres 
a vivir libres de violencia. Entre ellas, 
se enumeran la capacitación de los 
operadores de justicia, de los funcio-
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A modo de ejemplo, se puede citar el 
informe titulado «Situación de los De-
rechos de la Mujer en Ciudad Juárez, 
México: El derecho a no ser objeto de 
violencia y discriminación» del año 
2003, mediante el cual la Cidh elaboró 
principios importantes sobre los com-
ponentes del deber de los Estados de 
actuar con la debida diligencia reque-
rida para enfrentar la violencia contra 
las mujeres. Entre ellos, destacó: a) el 
vínculo entre el acceso a la justicia, la 
debida diligencia y el deber de pre-
vención; b) el deber de reparar viola-
ciones a los derechos humanos; c) la 
prevención como clave para erradicar 
la violencia contra las mujeres y toda 
forma de discriminación; d) la impor-
tancia de capacitar a personas encar-
gadas de responder ante los delitos de 
violencia contra la mujer, entre otros 
pronunciamientos importantes. A la 
vez, en año 2007 la Comisión resaltó 
en su informe «Acceso a la Justicia 
para las Mujeres Víctimas de Violencia 
en las Américas» que el deber de los 
Estados de proveer recursos judicia-
les no se limita a ponerlos formalmen-
te a disposición de las víctimas, éstos 

además tienen que ser idóneos para 
remediar las violaciones denunciadas. 
De allí surge que el estándar de debida 
diligencia implica cuatro obligaciones: 
a) la prevención, b) la investigación, c) 
la sanción y d) la reparación.⁴ 

Los Estados deben cumplir con tales 
obligaciones para evitar la impuni-
dad, que es definida por la Comisión 
como «la falta en su conjunto de inves-
tigación, persecución, captura, enjuicia-
miento y condena de los responsables 
de las violaciones de los derechos pro-
tegidos por la Convención Americana»⁵ 
ya que, en caso contrario, se propicia 
la repetición crónica de esos hecho y 
la total indefensión de las víctimas y 
sus familiares. Esa inefectividad ju-
dicial crea un ambiente que facilita la 
reproducción de este modo de violen-
cia, ya que no se percibe voluntad por 
parte del Estado – como representante 
de toda la sociedad – de sancionarla.

Como surge del texto de los documen-
tos mencionados, el contenido del de-
ber de actuar con debida diligencia im-
plica para los Estados cuatro obligacio-

narios policiales y de todo el personal 
a cargo de implementar políticas pú-
blicas al respecto; la creación de ser-
vicios especializados para la atención 
primaria; el acceso a programas efi-
caces de rehabilitación y reinserción 
para las mujeres víctimas; el fomento 
de programas de educación y sensi-
bilización para toda la población y la 
investigación y recopilación de esta-
dísticas sobre los hechos de violencia 
contra las mujeres, con el fin de eva-
luar la eficacia de las medidas imple-
mentadas y reformularlas en caso de 
que sea necesario.

El estándar de actuación con debida 
diligencia en la prevención, investi-
gación y sanción de la violencia con-
tra las mujeres mencionado expresa-
mente en este artículo 7 inciso b) de la 
Convención es parte fundamental del 
acceso a la justicia. Con base en es-
ta norma la Cidh ha elaborado infor-
mes, recomendaciones y resoluciones 
en las que analiza y delimita el alcan-
ce de este deber de los Estados parte 
y en el mismo sentido lo ha hecho la 
Corte idh en varias de sus sentencias.
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nes fundamentales: la prevención, la in-
vestigación, la sanción y la reparación.

La obligación de prevenir es, por ob-
vias razones, la primera y más bási-
ca que los Estados deben cumplir. Su 
relevancia fue subrayada en todos los 
documentos emanados tanto de la Co-
misión como de la Corte idh, las que 
coinciden en que implica la satisfac-
ción de una serie de aspectos genera-
les y el seguimiento riguroso de cier-
tos criterios de actuación frente a los 
casos concretos. Entre los primeros 
se encuentran: la producción de in-
formación pública y de estadísticas, 
el establecimiento de estructuras y 
políticas integrales y la capacitación 
adecuada de los operadores públicos. 
En lo relativo a los casos particulares 
están incluidos en el deber de pre-
vención los deberes de: considerar el 
riesgo corrido por las víctimas, dispo-
ner medidas de protección urgentes, 
ejecutar de forma coordinada y efec-
tiva esas medidas y evitar el uso de 
mecanismos composicionales.⁶ 

Las obligaciones de investigar y san-

cionar requieren que el Estado ac-
túe con la diligencia más estricta pa-
ra que se esclarezcan los hechos, se 
determinen los responsables y se los 
sancione de forma apropiada, desple-
gando para ello todos los medios po-
sibles. También en este caso se exige 
la satisfacción de aspectos generales 
(similares a los ya mencionados pa-
ra la prevención) y otros relativos a 
la investigación de los casos concre-
tos, entre los que se pueden mencio-
nar las obligaciones de los Estados 
de: conducir investigaciones oportu-
nas, exhaustivas, independientes, im-
parciales, con perspectiva de género 
y libres de estereotipos, garantizar la 
seguridad y la participación en el pro-
ceso de las víctimas y sus familiares, 
arribar a resoluciones justas y opor-
tunas y garantizar su ejecución.

Además de definir el concepto, alcan-
ce y contenido general del deber de los 
Estados de actuar con debida diligen-
cia, los organismos interamericanos 
han señalado estándares particulares 
derivados de éste para las diferentes 
etapas y aspectos de la investigación 

judicial iniciada a consecuencia de un 
hecho de violencia contra las mujeres. 
Se pueden clasificar estos deberes 
como los referidos a: 1) las primeras 
diligencias investigativas, 2) las medi-
das cautelares y de protección y 3) el 
inicio, desarrollo y fallo de un proce-
so judicial. En este artículo nos inte-
resa resaltar los dos primeros de es-
tos tres deberes, ya que son los que se 
ha tenido principalmente en cuenta al 
momento de poner en funcionamiento 
la nueva oficina de atención y patroci-
nio de víctimas de violencia de género 
cuya competencia y atribuciones más 
abajo se detallarán.

El estándar general en materia de pri-
meras diligencias en la investigación 
de un hecho de violencia contra las 
mujeres indica que, ante la puesta en 
conocimiento del Poder Judicial de un 
hecho de violencia contra las mujeres 
la investigación debe ser inmediata, 
exhaustiva e imparcial; debe efectuar-
se con seriedad y no como una simple 
formalidad y debe ser asumida como 
un deber público y no como una ges-
tión de intereses particulares.⁷ 
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des inmediatas y eviten posibles fu-
turos daños. Para ello, en el caso de 
que no existan, se deben elaborar los 
marcos legislativos, procedimientos 
judiciales y sistemas de vigilancia que 
sean apropiados.¹⁴ 

Como estándares específicos se inclu-
yen: la implementación de registros de 
medidas de protección – a fin de facili-
tar su control y determinar si una or-
den se encuentra vigente –¹⁵; la tute-
la cautelar efectiva –es decir, idónea 
para conminar al agresor a cesar en 
sus acciones y proteger la integridad, 
libertad y propiedad de las mujeres 
agredidas –¹⁶, los recursos judiciales 
cautelares sencillos, rápidos y accesi-
bles¹⁷, la capacitación a operadores ju-
diciales y policiales sobre seguimiento 
y cumplimiento de las medidas¹⁸ y la 
prestación de servicios de asistencia 
inmediata – que implica adoptar las 
medidas para brindar a las víctimas la 
atención de sus necesidades básicas 
urgentes, como protección integral de 
su salud, habitación y cuidado de los 
hijos y las tendientes a su educación y 
autosostenimiento económico –¹⁹.

El acceso a la justicia como garantía 
de efectiva realización de nuestro de-
recho humano a vivir libres de violen-
cia es abordado también por la legis-
lación interna. Las leyes de Protección 
Integral – nacional y provincial – lo in-
cluyen entre sus objetivos fundamen-
tales en su artículo 2 y la reglamenta-
ción del mismo aclara que ello obliga 
a los Estados a ofrecer a las mujeres 
todos los recursos que sean necesa-
rios para garantizar el ejercicio de sus 
derechos. Entre ellos se comprenden 
el servicio de asistencia jurídica gra-
tuita, las garantías del debido proceso, 
la adopción de medidas positivas para 
asegurar la exención de los costos del 
proceso y el acceso efectivo al recurso 
judicial. Por su parte, el decreto regla-
mentario de la ley provincial, agrega 
que este derecho debe interpretarse 
como igualdad de oportunidades ante 
los tribunales de justicia, sin discrimi-
nación por razones económicas.

Este artículo – complementado por su 
decreto reglamentario y el correlati-
vo en la provincia – es básico en ma-
teria de acceso a la justicia, ya que lo 

Con relación a los estándares espe-
cíficos para las primeras diligencias 
investigativas podemos enumerar: la 
uniformidad de criterios para la re-
cepción de denuncias⁸, el diseño de 
protocolos de actuación para los ope-
radores judiciales⁹, el asesoramien-
to, asistencia e información a la víc-
tima en el momento de la presenta-
ción de la denuncia¹⁰, la interrelación 
con otras áreas del Estado para brin-
dar una red de servicios sociales¹¹, la 
erradicación de patrones sociocultu-
rales que impliquen prejuicios y este-
reotipos de género¹² y la capacitación 
especializada y con perspectiva de gé-
nero de los operadores judiciales¹³.

La adopción de medidas cautelares y 
de protección es central en la actua-
ción judicial frente a hechos de vio-
lencia. Los organismos internaciona-
les han establecido al respecto, como 
estándar general, que la debida dili-
gencia en la protección implica que 
los Estados garanticen a las mujeres 
que son o corren el riesgo de ser víc-
timas de violencia el acceso a los ser-
vicios que respondan a sus necesida-
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enumera entre uno de sus objetivos y 
regula de manera general en qué con-
siste, por lo tanto, qué es lo que debe 
ser garantizado – como mínimo y en 
forma ineludible – con la debida dili-
gencia que imponen las obligaciones 
internacionales contraídas. 

El Decreto Reglamentario aclara que 
el acceso a la justicia debe ser gratui-
to en todos los casos, independiente-
mente de la condición económica de 
las mujeres. (Artículo 3) El derecho de 
litigar sin gastos y el patrocinio letrado 
gratuito pueden ser exigidos por todas 
las mujeres que invoquen encontrarse 
en una situación de violencia de géne-
ro, sin necesidad de acreditar pobreza 
u otra condición de vulnerabilidad.

A los fines de materializar este dere-
cho a un asesoramiento y patrocinio 
gratuito de todas las mujeres en situa-
ción de violencia de género y con el 
objetivo de iniciar un camino de efecti-
vización de los estándares internacio-
nales y nacionales en materia de ac-
ceso a la justicia, la Corte Suprema de 
Santa Fe ha creado y puesto en fun-

cionamiento la Oficina de Atención a 
Víctimas de Violencia de Género y Do-
méstica del Ministerio Público a partir 
del 8 de mayo del corriente año. 

La inauguración de esta oficina tiene 
por finalidad última el real cumpli-
miento de los derechos y garantías 
mínimas que deben respetarse en to-
do proceso judicial iniciado a raíz de 
un hecho de violencia contra las mu-
jeres, cualquiera sea el fuero al que 
corresponda. Su puesta en marcha 
implica un objetivo ambicioso que se 
irá cumplimentando por etapas, de 
manera gradual, en forma paralela a 
la asignación correspondiente de los 
recursos económicos y del personal 
capacitado en la materia.

Conforme a las leyes de protección in-
tegral, esta oficina tendrá entre sus 
funciones la de garantizar: 1) el aseso-
ramiento y patrocinio jurídico especia-
lizado en materia de violencia de géne-
ro contra las mujeres; 2) la gratuidad 
de las actuaciones y del patrocinio le-
trado; 3) la obtención por parte de las 
víctimas de una respuesta oportuna y 

efectiva; 4) la obtención de medidas 
cautelares de protección y el control de 
su efectivo cumplimiento; 5) la infor-
mación a la víctima sobre el estado del 
proceso y su participación como par-
te; 6) la perspectiva de género como 
base del asesoramiento y patrocinio; 
7) el respeto por los principios espe-
ciales en materia de prueba previstos 
en la ley; 8) la intervención ante todos 
los fueros judiciales, mediante el pro-
cedimiento previsto para cada rama 
del derecho, de acuerdo al tipo y mo-
dalidad de la violencia denunciada; 9) 
la intervención en cuestiones conexas 
con los hechos de violencia, como las 
relativas al mantenimiento y cuidado 
hijos, al régimen de bienes en el ma-
trimonio, etc.; 10) el seguimiento del 
proceso hasta su finalización y efecti-
va ejecución; 11) la atención en días y 
horas inhábiles, a los fines de garanti-
zar la obtención de medidas de urgen-
cia en casos de peligro inminente y 12) 
la conformación de equipos interdisci-
plinarios para la elaboración de infor-
mes de riesgo, utilizados para evaluar 
el tipo de medida a solicitar y como 
prueba ante el fuero que corresponda.
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cinio jurídico gratuito no se requiere 
asistencia letrada para formular de-
nuncias. Pero en la práctica, esto fun-
ciona de otro modo: 1) Cuando se trata 
de hechos que pueden configurar deli-
to las denunciantes deben concurrir a 
los Centros Territoriales de Denuncia, 
a la Comisaría de la Mujer o a cual-
quier otra comisaría, a los fines de 
que se inicie la acción correspondien-
te ante el fuero penal; a la vez, pueden 
concurrir a la Oficina de Violencia de 
Género para iniciar paralelamente la 
causa ante el fuero de familia, civil o 
laboral – según corresponda – y solici-
tar las medidas de protección que se 
estimen pertinentes. 2) Cuando se tra-
ta de hechos que no configuran delitos 
las denunciantes deben concurrir di-
rectamente a esta oficina, a los mis-
mos fines que en el caso anterior. La 
denuncia se presenta por escrito ante 
el juzgado seguida de la petición jurí-
dica correspondiente, con el patroci-
nio letrado del fiscal a cargo de la oVG.

Pueden denunciar ante la oVG: a) la 
mujer afectada o su representante le-
gal, b) la niña o adolescente, ella mis-

ma o a través de sus representantes 
legales²⁰, en cada caso el personal de 
la oficina realiza la consulta corres-
pondiente con el Defensor Oficial en 
turno y se evalúa – tomando en cuenta 
el principio de capacidad progresiva – 
si corresponde o no su intervención a 
los fines de resguardar los derechos 
fundamentales de la niña o adoles-
cente; c) cualquier persona cuando la 
afectada tenga alguna discapacidad o 
no pudiese formularla por su condi-
ción física o psíquica, d) toda perso-
na que se desempeñe laboralmente 
en servicios asistenciales, sociales, 
educativos o de salud, en el ámbito 
público o en el privado y tomen cono-
cimiento de los hechos con motivo o 
en ocasión de sus tareas.

Una vez que la denunciante expuso 
los hechos – o ratificó lo ya dicho an-
te la comisaría o centro territorial – es 
asesorada por los profesionales de la 
oVG acerca de sus derechos y las po-
sibilidades que tiene de iniciar accio-
nes judiciales y solicitar medidas, de 
acuerdo a las características de los 
hechos denunciados. Los tipos y mo-

Tales son las atribuciones y compe-
tencias que como objetivos «de máxi-
ma» tiene para su funcionamiento la 
oficina recientemente inaugurada. Al-
gunas de ellos comenzaron a imple-
mentarse, como la ampliación del ho-
rario, la incorporación de personal y 
la capacitación en materia de género; 
otros, como la intervención durante el 
proceso hasta su finalización, quedan 
aún por cumplir.

No está demás mencionar que la oVG 
cumple funciones no sólo para hechos 
de violencia contra las mujeres sino 
además para cualquier caso de violen-
cia familiar, pero aquí nos circunscri-
bimos a la actuación específica en ma-
teria de género, porque a ésta se refie-
re el contenido del presente artículo.

La denuncia de un hecho de violen-
cia contra las mujeres puede hacerse, 
según la ley, ante cualquier juez – de
cualquier fuero o instancia – y ante 
el ministerio público, en forma oral o 
escrita. La reglamentación aclara que 
hasta que estén en funcionamiento 
los servicios que aseguren el patro-
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dalidades de la violencia que son te-
nidos en cuenta al efecto son los pre-
vistos en sus artículos 5 (física, psico-
lógica, sexual, económica y simbólica) 
y 6 (doméstica, institucional, laboral, 
contra la libertad reproductiva, obsté-
trica y mediática) de la Ley de Protec-
ción Integral, respectivamente.

De acuerdo al tipo y forma de mani-
festarse de la violencia será la natu-
raleza de la acción que se inicie, que 
tramitará ante el fuero y por el pro-
cedimiento que corresponda. La am-
plísima mayoría de los planteos for-
malizados por la oficina corresponden 
al fuero de familia, ya que los hechos 
de violencia doméstica son claramen-
te los más denunciados; pero también 
son iniciadas acciones ante el fuero 
laboral – por violencia laboral – y ante 
el civil y comercial – como fuero resi-
dual cuando la modalidad invocada no 
corresponde a ninguno específico –. La 
oVG no tiene actualmente competen-
cia para actuar ante el fuero penal, pe-
ro sería muy importante que, en tanto 
se vayan ampliando sus funciones, se 
le atribuyan facultades para patroci-

nar y representar a mujeres que de-
seen constituirse como querellantes 
en una causa penal iniciada a raíz de 
hechos de violencia de género, ya que 
actualmente no existe ninguna depen-
dencia pública que preste este servi-
cio a todas las solicitantes y en forma 
gratuita, lo que implica denegar el ac-
ceso a la justicia a quienes no están en 
condiciones de pagar los honorarios 
de un abogado particular.

A la fecha en la que es escrito el pre-
sente artículo se encuentran en trá-
mite varios conflictos de competencia 
por demandas iniciadas desde la oVG a 
partir de hechos de violencia de géne-
ro contra las mujeres, entre los fueros 
de familia, laboral y civil y comercial. 
Al ser relativamente nueva la incorpo-
ración por parte de los operadores ju-
diciales de las herramientas jurídicas 
de protección contra la violencia de 
género, los fueros de familia y laboral 
tienden a rechazar su competencia en 
la materia, alegando que no disponen 
de los medios necesarios para abor-
dar la problemática. Sería convenien-
te la formación especializada de fun-

cionarios y empleados de todos los 
fueros y la provisión a los mismos de 
los profesionales que se entienda son 
los adecuados para aportar a la reso-
lución de conflictos humanos de esta 
naturaleza, ya que las reiteradas de-
claraciones de incompetencia impli-
can un desgaste jurisdiccional innece-
sario y un entorpecimiento del trámite 
que resulta en un claro perjuicio para 
las mujeres que acuden al Poder Judi-
cial en busca de protección ante un he-
cho de violencia. Sin perjuicio de todo 
ello, debe tenerse en cuenta que aún 
declarándose incompetentes los juz-
gados suelen cumplir con lo dispuesto 
por la ley y ordenan las medidas pre-
ventivas urgentes, para luego remitir 
las actuaciones al fuero que entienden 
es el que corresponde continuarlas.

El procedimiento iniciado ante la oVG 
es totalmente gratuito, todas las ac-
tuaciones están eximidas del pago 
de sellados, tasas, depósitos o cual-
quier otro impuesto y/o arancel que 
pudiesen cobrar las entidades recep-
toras. Actualmente, la oficina no tiene 
competencia para continuar el proce-
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de ninguna oficina del poder judicial, 
lo que conlleva la total desprotección 
de las víctimas cuando el agresor de-
cide no cumplir la orden emanada del 
juez. Se espera que todas estas incon-
sistencias puedan ir siendo reparadas 
en tanto se vayan ampliando las atri-
buciones y funciones de la oficina re-
cientemente inaugurada.

De lo expuesto, surge que la función 
principal de la oVG – además del ase-
soramiento jurídico – es la de presen-
tar pedidos de medidas cautelares de 
protección ante el juez correspondien-
te. Estas medidas son las siguientes: 
1) la prohibición de acercamiento a la 
víctima; 2) ordenar al presunto agre-
sor el cese de los actos de perturba-
ción o intimidación; 3) ordenar la res-
titución inmediata de los efectos per-
sonales de la mujer; 4) disponer que 
se brinde asistencia médica o psicoló-
gica, a través de los organismos con 
formación especializada en la materia; 
5) ordenar medidas de seguridad en el 
domicilio de la mujer; 6) la exclusión 
del hogar del agresor y, en su caso, el 
reingreso al mismo de la agredida; 7) 

el acompañamiento de la mujer a la vi-
vienda por la fuerza pública para reti-
rar sus efectos personales; 8) la fija-
ción de una cuota alimentaria proviso-
ria en el caso de que existan hijos en 
común; 9) la suspensión provisoria del 
régimen de visitas y 10) disponer el in-
ventario de los bienes, propios y ga-
nanciales y 11) prohibir al agresor dis-
poner de bienes de la sociedad conyu-
gal o comunes de la pareja convivien-
te. Esta enumeración es meramente 
ejemplificativa, por lo tanto puede ser 
solicitada cualquier otra medida que 
se considere necesaria para garan-
tizar la seguridad de la mujer en si-
tuación de violencia, hacer cesar ésta 
y evitar su repetición, por ejemplo, la 
implementación de botones antipánico 
o tobilleras/pulseras electrónicas o se 
ordenen rondas policiales de custodia 
en el domicilio de la agredida.

Si bien la ley establece que las medi-
das deben ser dictadas con un plazo 
de duración en la práctica cotidiana 
esto no se verifica. Los juzgados or-
denan sin fijarles plazo por lo que se 
encuentran vigentes mientras no se 

dimiento hasta su finalización, la ac-
tuación se limita al pedido de medi-
das cautelares y las denunciantes son 
luego derivadas a la Defensoría Gene-
ral tanto como para continuar con el 
trámite como para iniciar acciones co-
nexas. Lo inverso ocurre cuando, en 
el marco de un proceso por conflictos 
de familia que tramita con el patroci-
nio de una defensoría, la denuncian-
te menciona hechos de violencia en-
tre las mismas partes; en estos casos 
son derivadas hacia la oVG para la so-
licitud de la medida de protección, en 
forma inconexa con los restantes trá-
mites. Todo ello resulta muy perjudi-
cial para las denunciantes, que deben 
deambular por varias oficinas –lo que 
les implica varias horas de espera – y 
para una resolución coherente y efec-
tiva de la situación de fondo y los dis-
tintos conflictos derivados de ella, que 
deberían ser planteados por una mis-
ma representación letrada y ante un 
mismo juez de trámite, que los abor-
de de manera integral. Por otra par-
te, la notificación y control de cumpli-
miento de las medidas de protección 
no se encuentra actualmente a cargo 
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dicte una resolución que las modifi-
que o las revoque. Esta situación trae 
importantes complicaciones y debería 
ser resuelta a nuestro criterio con la 
mayor inmediatez posible, ya que al 
no tener ningún período de vigencia 
las instituciones encargadas de ha-
cer cumplirlas – policía – o de instar 
la acción penal en el caso de que se 
incumplan – mpA – fijan criterios pro-
pios (cada una el que le parece el más 
adecuado) para evaluar si una orden 
que les es presentada está o no aún 
vigente. Cada organismo o funciona-
rio a cargo elige arbitrariamente un 
período de tiempo que le parece el ló-
gico o razonable y les requieren a las 
mujeres que vuelvan a peticionar la 
medida si ese tiempo ya transcurrió 
desde su dictado, lo que genera la su-
perposición de medidas idénticas, la 
incoherencia del sistema y situación 
de desconcierto y absoluta inseguri-
dad jurídica para las denunciantes. 
Entendemos que un paso que podría 
ser útil para intentar desde la oVG re-
vertir esta situación sería el de, en el 
momento de solicitar cada una de las 
medidas al juzgado, se peticione tam-

bién que se le imponga a la misma un 
plazo de vigencia, que podrá ser ex-
tendido o renovado en caso de que la 
situación de peligro continúe.

Si bien la ley dispone que el juez que 
dictó la medida esta obligado a efec-
tuar el seguimiento de la misma y a 
controlar su eficacia, esto no se reali-
za en absoluto en la práctica; tampoco 
se implementan las sanciones que la 
ley prevé ante su incumplimiento. Co-
mo más arriba se comentó no existe 
un órgano predispuesto para el con-
trol de las medidas y tampoco actúan 
los jueces que las dictaron cuando no 
se cumplen. Por ello, la única opción 
de la que dispone la mujer ante esta 
situación es la de acudir al fuero pe-
nal a realizar la denuncia de incumpli-
miento de una orden judicial.

Un paso que se encuentra dando la 
oVG que podría aportar en el segui-
miento y control de las medidas es la 
conformación de equipos interdisci-
plinarios, formados por psicólogos y 
trabajadores sociales pertenecientes 
al Poder Judicial. Estos profesionales 

actuarán además en la valoración del 
riesgo ante el caso concreto, lo que 
podrá ser de muchísima utilidad para 
las abogadas y abogados que ejercen 
la labor de asesorar en materia jurí-
dica al momento de evaluar la medida 
más apta a solicitar, las acciones que 
se deben iniciar y la urgencia que re-
viste cada caso en particular.

Finalmente podemos señalar que 
otro de los aspectos que se encuentra 
abordando la oficina a la fecha de este 
artículo es la capacitación y especiali-
zación de todos los profesionales que 
allí prestan sus servicios. El origen y 
las características especiales que tie-
ne la violencia de género – como se 
señaló al principio – obliga a que to-
dos los trabajadores de la oficina de-
ban tener una particular formación en 
la materia e incorporada la perspecti-
va de género que es totalmente indis-
pensable para entender estos hechos 
y actuar en consecuencia. Se han da-
do al respecto algunos pasos, como la 
participación del personal en cursos 
de capacitación organizados por la 
Oficina de Violencia Doméstica de la 
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Citas

¹ Ley N° 26.485 de Protección Integral para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra las Mujeres en los ámbitos en que Desarro-
llen sus Relaciones Interpersonales, artículo 4. 

² Decreto 1011/10, articulo 4.

³ Entre estas medidas se enumera: abstener-
se de cualquier acción o práctica de violen-
cia contra la mujer y velar por que las auto-
ridades, sus funcionarios, personal y agentes 
e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación; incluir en su legislación 
interna normas penales, civiles y administra-
tivas, así como las de otra naturaleza que sean 
necesarias para prevenir, sancionar y erradi-
car la violencia contra la mujer y adoptar las 
medidas administrativas apropiadas que sean 
del caso; adoptar medidas jurídicas para con-
minar al agresor a abstenerse de hostigar, inti-
midar, amenazar, dañar o poner en peligro la 
vida de la mujer de cualquier forma que aten-
te contra su integridad o perjudique su pro-
piedad; tomar todas las medidas apropiadas, 
incluyendo medidas de tipo legislativo, para 
modificar o abolir leyes y reglamentos vigen-
tes, o para modificar prácticas jurídicas o con-

suetudinarias que respalden la persistencia o 
la tolerancia de la violencia contra la mujer; 
establecer procedimientos legales justos y efi-
caces para la mujer que haya sido sometida a 
violencia, que incluyan, entre otros, medidas 
de protección, un juicio oportuno y el acce-
so efectivo a tales procedimientos; establecer 
los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto 
de violencia tenga acceso efectivo a resarci-
miento, reparación del daño u otros medios 
de compensación justos y eficaces, y adoptar 
las disposiciones legislativas o de otra índole 
que sean necesarias para hacer efectiva esta 
Convención: articulo 7 incisos a, c, d, e, f y g.

⁴ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, original: 
español, párr. 27.

⁵ Cidh, Acceso a la Justicia para las Muje-
res Víctimas de Violencia en las Américas, 
OEAOEA/Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, 
original: español, párr. 28.

⁶ Defensoría General de la Nación – Amnistía 
Internacional, Femicidio y debida diligencia: 
estándares internacionales y prácticas locales, 

Corte Suprema de la Nación y en char-
las, cursos y talleres con perspectiva 
de género organizados por nuestra 
Corte Suprema de Santa Fe. 

A modo de conclusión vemos que to-
dos estos, son pasos concretos y de-
finidos que se han dado desde los ór-
ganos del estado, como el Poder Ju-
dicial de la Provincia de Santa Fe, que 
destina recursos humanos y econó-
micos, para poner en acción los dere-
chos humanos reconocidos a las mu-
jeres que sufren violencia de género 
permitiendo que tengan acceso gra-
tuito a la justicia, y de esa forma plas-
men la tutela legal efectiva de sus de-
rechos y den acabado cumplimiento a 
la normativa nacional, provincial e in-
ternacional que rige en la materia. ■
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1era. Edición (Ciudad Autónoma de Bs As, 
2015), pág. 71.

⁷ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68, 20 de enero 2007, origi-
nal: español, párrs. 40 y 41.

⁸ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68, 20 de enero 2007, origi-
nal: español, párr. 298.

⁹ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68, 20 de enero 2007, origi-
nal: español, párr. 298.

¹⁰ ONU, Estrategias y Medidas Prácticas Mo-
delo para la eliminación de la violencia con-
tra la mujer en el campo de la prevención del 
delito y la justicia penal en Medidas de pre-
vención del delito y de justicia penal para la 
eliminación de la violencia contra la mujer, 
Asamblea General de Naciones Unidas, A/
RES/52/86, 2 de febrero de 1998, párr. 10.

¹¹ Ibídem, párr.11.
¹² Convención sobre la Eliminación de todas 

las formas de Discriminación contra la Mu-
jer,artículo 5.

¹³ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, original: 
español, párr. 298.

¹⁴ Asamblea General de las Naciones Unidas, 
Declaración sobre la eliminación de la violen-
cia contra la mujer, art. 4, g. 

¹⁵ ONU, Estrategias y Medidas Prácticas Mo-
delo para la eliminación de la violencia con-
tra la mujer en el campo de la prevención del 
delito y la justicia penal en Medidas de pre-
vención del delito y de justicia penal para la 
eliminación de la violencia contra la mujer, 
Asamblea General de Naciones Unidas, A/
RES/52/86, 2 de febrero de 1998, párr. 10.

¹⁶ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, original: 
español, párr. 56. 

¹⁷ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, original: 

español, párr. 298. 

¹⁸ Cidh, Acceso a la Justicia para las Mujeres 
Víctimas de Violencia en las Américas, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 68. 20 enero 2007, original: 
español, párr. 298.

¹⁹ OEA, Informe de la Relatora Especial sobre 
la violencia contra la mujer, sus causas y con-
secuencias. Integración de los Derechos Hu-
manos de la Mujer y la Perspectiva de Género: 
La Violencia contra la Mujer. La Norma de la 
Debida Diligencia como instrumento para la 
eliminación de la Violencia contra la Mujer. E/
CN.4/2006/61, 20 de enero 2006, párr. 82 y 83.

²⁰ conforme a lo dispuesto por la Ley 26.061 
de Protección Integral de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes.
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